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penales y administrativas, es evidente que seria también invoeable
en el supuesto de una auplicidad de acciones ¡>enales, es decir,
cuando un mismo delito fuera objeto de Sentenetas condenatorias
distintas. En este sentido, la no estimación de la excepción de cosa
juzgada, cuando concurrap los requisitos necesarios para que opere,
podría conducir a la vulneración del citado principio. Pero, como
acertadamente advierte el Ministerio Fi~ ello no ocurre en el
presente caso. El recurrente fue objeto de .ro. procedimientos
distintos, provocados por hechos diferentes: De un lado el supuelltO
tráfico de estupefacientes para su venta, constitutivo deL delito
contra la salud pública previsto y penado en el art. 344 del Código
Penal; de otra parte, la presunta desobediencia a las órdenes ae
autoridades militares, tipificado en el art. 315 del Código de
Justicia Militar. Se trata de hechos distintos y no necesariamente
conectados entre si. como 10 prueba qué pudo cometerse cualQuiera
de ellos sin incurrir en el otro, es decir, pudo realizarse tráfíco de
drogas sin resistirse a las órdenes deL patrullero de la Armada. Y
pudo desobedecer tales órdenes sin llevar a cabo aquel tráfico. De
ello resulta que la Sentencia absolutoria de la Audiencia respecto al
delito contra la salud pública no supone la inexistencia de los
hechos posiblemente constitutivos de desobediencia. No prooedIa,
por tanto, la excepción de cosaj~ en el procedimiento militar
ni se produjo infraccicln del princtpio non bis in idem.

3. Entrando ya en el objeto principal del recurso¡,consistc éste,
como se ha dicho en la a1epdaYulneración del derec o fundamen­
tal al Juez ordinario predeterminado por la Ley (art. 24-2 de la
Constitución) provocada por conocer la jurisdiCCIón militar de una
causa cuyo conocim.ieñto corresponde, segUn el recurrente, a la
jurisdicción ordinaria. Este Tribunal ha reconocido, en efecto, que
«el derecho al juez ordinario predeterminado por la Ley resultaría
vulnerado -su se atribuye un asunto determinado a un jurisdicción
especial y no a la ordinaria (S. T. e. núm. 75{1982, de 13 de
diciembre; en el mismo sentido Sentencia núm. 111/1984, de 28 de
noviembre). Sin embargo, y a diferencia del supuesto planteado en
la primera de esas Sentencias en que el amparo se promovió a
consecuencia del conflicto que enfrentó a un Juez ordinario, qve
conoció primero de la causa, con la autoridad militar que requirió
a aquél de inhibición por entender que ella era la competente.
conflicto que fue resuelto por la Sala Especial de Competencias a
favor de la jurisdicción militar, siendn la resolución de dicha Sala
la recurrida, en el presente caso no se ha formalizado el conflicto
ni existe por tanto resolución judicial que declare cual es la
jurisdicción. competente. Tal formalización del conflicto solo
hubiese podido producirse si el recurrente, en lusar de utilizar la
VÍa de la declinatoria ante el Juez militar, hubiese acudido a la
inhibitoria ante el Juez ordinario, y éste hubiera decidido mantener
su jurisdicción frente a la-militar. .

Pero el" recurrente no estaba obligado a seguir esta última vía,
pues estaba en su derecho al preferir interponer la dec tinatoría, ya
que ambos medios sOn posibles para defender la jurisdicción que
se estima competente, como ya ha declarado la citada S. T. e
1I1{1984.

4. La dificultad que ofrece el optar por el cauce de la
declinatoria ante la jurisdicción militar es que en ésta, por

15951 Sala Segunda, Recursa de ampara núm. 152/1985.
Sentencia núm. 67/1986. de 27 d.e maya. '

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por
doña Gloria llegué Cantón, Presidenta, y don Angel Latorre Sesura,
don Fernando García-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guena,
Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY,
la siguieñte

SENTENCIA

en el recurso de amparo núm. 152{1985, promovido por doña
Antonia Castillo Cruz, representada por la Procuradora doña
Esther Rodriguez Pérez, y defendida por la Abogado doña Maria
Teresa .Sánchez Concheiro, contra Auto de la Sección Segunda de
la AudienCIa ProVlDCial de Barcelona que anula providencia por la
que se tenia por parte a la recurrente. Ha comparecido el Mintsterio
Fiscal y ña sido Ponente .el Ma¡istrado don Carlos de la Vega
Benayas, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Doña Esther Rodrlguez Pérez, Procuradora de los Tribuna­
les, en nombre y representación de doña Antonia Castillo Cruz,

disposición expresa del art. 739 del Código de Justicia Militar no
cabe interponer contra la resolución que decida sobre la admisibili­
dad recurso alguno. La resolución, en efecto. tiene segun dicho
articulo «carácler inapelabl.... Ello lleva como consecuencia, con
señaló en caso análogo la referida S. T. e. núm. 111/1984, que se
pide a este Triblinal Constitucional que decida si es compelen", la
Jurisdicción militar o la ordinaria, euando sólo se ha pronunciado
sobre Iá cuestión una de ellas (la militar) y no ba tenido ocasión de
hacerlo la otra (la ordinaria). Para obviar esa dificultad, la tantas
veces aludida S. T. e. núm. 111/1984 entendió que el inciso con
«carácler inapelabl... del art. 139 del Código de Justicia Militar
interpretando como excluyente de todo recurso, no es compatible
coa él mencionado artieuIo 24-2 de la Constitución y por ello ha
quedado invalidado en virrod de directa aplicación de la norma
constitucional. Esa invalidez acarrea la extensión a la jurisdicción
militar de la norma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, según
la cual «contra el Auto resolutorio de la declinatoria... procede el
recurso de casacló... (art. 673 de la L. E. Cr.) con lo que se da
ocasión a la jurisdicción ordinaria·de pronunciarse sobre la
jurisdicción controvertida. .

S. El razonamiento .anterior conduce a otorgar el amparo en
este caso ron análogo pronunciamiento a los que se concedió en la
STC número 1I1{1984, como. solicita el Ministerio Fiscal. En
consecuencia no se accede a la petición del recurrente, pero se le
reconoce el derecho a interponer recurso de casación contra la.
resolución de la Autoridad Militar en el extremo relativo a la no
estimación de la declinatoria de jurisdicción con los demás
pronunciamientos que proceden según ~I arto 5S-1 de la LOTe.

FALLO

En atención a- todo lo expuesto el Tribunal constitucional por la
_AURORIDAD QUl;. LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE

LA NACION ESPANOLA

Ha decidido
Otorgar el amparo solicitado por don Salvador Uinás Bauzá,

con el alcance siguiente;
A) Declarar la nulidad de la resolución de la autoridad militar

~ la Zona Marítima del Mediterráneo, en cuanto es «resolución
lDapelabl... y ordena la continuación d~ la causa 33{1982.

B) Reconocer Que don Salvador Uinás Bauzá tiene derecho a
recurrir en casación ante el Tribunal Supremo (Sala Segunda) el
acto resolutorio de la declinatoria.

q Restablecer el procedimiento de la indicada causa penal al
momento. inmediato anterior a la notificación del acto resolutorio
de la decllnatoria, para que pueda interpone"" el recurso de
casación.

PubliqueS< en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid a 23 de mayo d. 198ó.-Gloria Bogué Cantón.-Angel
Latoere Se,ura.-Fernando Garcia-Mon y González-Regue.
raI.-Carlos ~ la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López
Guerra.-Firmado y rubricado.-E1 Secretario general. .

recurre en amparo ante este Tribunal por escrito de. demanda que
tuvo entrada en el Registro General el dia 27 de febrero de 1985,
con la pretensión de que este Tnblinal solicite del Juzgado de
Instrucción núm. 12 de' Barcelona las diligencias previas núm~

3.807(1983 Y de la S-ión Segunda de la Audiencia Provinéial el
rollo núm. 14{1984, y se acuerde la firmeza de la providencia del
Juez de Instrucción núm. 12 de Barcelóna, de 14 de octubre de
1983, en la que se tenia por parte al Procurador don Guillermo Ueó
Bisa, en 'nombre "de doña Antonia Castillo Cruz, y, en consecuencia,
acuerde este Triblinal revocar la nulidad de los recursos de reforma
y subsiguiente apelación interpuestoi por esta parte en contra del
Auto de 31 de octubre de 1984, en el que se acordaba el
sobreseimiento de las diligen~ previas núm. 3.807{1983, segui­
das por malos tratos contra José Molina Castillo, anulando los
autos de la Sección ~uda de la Audiencia Provincial de
Barcelona que provocan Indefensión, ya que al no entrar en el
fondo del asunto le niegan su derecho a la tutela efectiva de los
Tribunales.

La parte recurrente entiende que la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial de Barcelona en las resoluciones de 29 de
enero y 5 de febrero de 1985 vulnera el articulo 24 de la C.E.

Los hechos a los que se contrae la demanda son, en extracto, los
siguientes:

a) Doña Antonia Castillo Cruz denunció al Juzgado de 'V. '­
taneia Penitenciaria de Barcelona, el día 30 de diciembre de 19lf:,
la situación irregular de su. hijo José Molina Castillo, interno en la
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Prisión Modelo de Barcelona, y el Juzgado de Vi&üancia incoó el
expediente núm. 151/1982, en el que compareció como parte el
Procurador señor Ueó Bisa, en nombre de doña Antonia CastUlo
Cruz.

b) Por providencia de 22 de septiembre de 1983, una vez que
el Juez de Vi&üancia dio trasIado de las actuaciones al Ministerio
FtsCa1 y teniendo en cuenta lo solicilado por la parte comparecida,
acordó remitir el expediente original al Juzgado de Guard,a;por si
los bechos eran constitutivos de delito, ~dose por el Juez de
Instrucción núm. \2 de Barcelona las. cIiligencias previas núm.
3.807/1983, en las que, por providencia de 14 de octubre de 1983,
se acordó tener «por válido y reproducido todo lo actuado y se
tiene por parte al Procurador señor Ueó Bisa, en la representación
que ostenta».

c) Con ~terioridadla representación de doña Antonia Casti·
110 Cruz solicitó d!!!Jenclas de prueba y estuvo presente, como
parte, en diversas cIiligencias de declaración de testigos. Por Auto
de 31 de octubre de 1984 el Juzgado acuerda el sobreseimiento
provisional de las cIiligencias~ contra esta resolución la representa·
ción de doña Antoniá Castillo Cruz formuló recurso de reforma y
subsiguiente apelación, siendo inestimada la reforma por Auto del
Juzgado de 26 de noviembre de 1984 y admitida la apelación ante
la Audiencia Provincial, compareciendo la parte apelante y
evacuando el trámite de instrucción por escrito de 13 de
diciembre de 1984.

d) La Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Barce·
lona, por Auto de 29 de enero de 1985, declaró «Dulas Ysin efecto
alguno todas las actuaciones practicadas en ambas instancias a
partir del Auto dictado por. el ilustrísimo señor Magistrado-Juez de
Instrucción núm. 12 de esta capital, con fecba de 31·de octubre de
1984, el cual se declara firme, dejll1.ldo sin efecto la parte de la
providencia dictada por el instructor con fecba de 14 de octubre de
1983 en la que se tuvo por comparecida a doña Antonia Castillo
Cruz por carecer de legitunación para ello, dec1araodo de olicio las
costas causadas en ambas instancias».

e) Contra esta última resolución la representación de doña
Antonia Castillo Cruz interpuso recurso. de súplica y por providen­
cia de 5 de febrero de 1985, notilicada a la parte recurrente el día
6 de febrero de 1985, la Sección acuerda «DO ba lugar a admitir a
trámite el recurso de súplica contra el Auto de 29 de enero último,
visto el contenido del art. 216 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal».

Los fundamentos jurídicos en que se basa la~ recurrente,
después de analizar el cumplimiento de los requISitos procesales,
Consisten en señalar de modo sucinto que-Ja indefensión de José
Molina Castillo aparece causada al negarse la tutela efectiva
judicial, ya que las resoluciones judiciales recurridas estiman que
su madre no estaba legitimada para comparecer y la declaración de
la nulidad de parte de las actuaciones contenidas en las cIiligencias
previas /lúm. 3.801/1983 es imputable a la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial de Barcelona, a tenor del Auto de 29 de enero
de 1985 y de la providencia de 5 de febrero de 1985 en un proceso
seguido por supuesto delito de torturas, lesiones, amenazas y
coacciones, al baber estado el interno José Molina Castillo en un
lugar distinto del que le correspondía y prohibírsele comunicar con
sus familiAres. .

2. Por providencia de 14 de mayo de 1985 se tiene por
admitida a trámite la demanda de amparo fonnulada por doña
Antonia Castillo Cruz y por personada y parte, en nombre y
representación de la misma, a la Procuradora señora Rodríguez
Pérez; así como tatnbién, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 de

, la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, se solicitan se
remitan, en el plazo de diez dlas, lestiino~o de las si¡uierites
actuaciones: a) A la Audiencia Provincial dl! Barcelona (Sección
Segundat del rollo de apelación núm. 14/1984, en que se dictó
Auto de ¿9 de enero último pasado; b) Al Juzgado de Instrucción
núm. 12 de Barcelona, de las diligenaas previas núm. 3.801/1983,
y c) Al J""""o de Vi&iIancia Penitenciaria de Barcelona, el

. expediente numo 151/1982.. •
3. ·Por nUeva providencia de 18 de septiembre de 1985 se

tienen por recibidas las anteriores &e.tuaciones mencionadas, y, a
tenor de lo dispuesto en el an. 51 de la Ley Ot¡ánica de este
Tribunal, se concede un plazo común de veinte. días al Ministerio
FtsCa1 y al solicitante del amparo, para que dentro de dicbo término
puedan alegar lo que a su derecho convenga.

4. E! Ministerio Fiscal, en escrito de 16 de «tubre de 1985,
baoe las siguientes alegaciones:

«El núcleo de la pretensión constitucional .deducida es la
indefensión del hijo de la demandante en este proceso de amparo
por no baber entrado la Audiencia en el fondo del asunto, que
equivale a decir se le ba privado del derecho al recurso,.

El an. 24.1 de la Constiiución contiene un mandato positivo
que obliga a ,la interpretación más favorable a la efectiVIdad del
derecbo' fundamental que dicho articulo consagra, precepto que ha

sido desarrollado por el arto 1 de la Ley Ot¡ánica 6/1985, de 1 de
julio.

El contenido nonnal del derecho, incluido el de acceso al
recurso cuando la Ley lo establece, es ·obtener una resolución de
fondo.

También se satisface, no obstante, en los supuestos de inadmi­
sión, cuando existe una causa legal impeditiva que no sea contraria
al contenido esencial del derecho.

_Por regla general la apreciación de una causa de inadmisión no
es revisable en Sede constitucional. salvo en los casos en que se
acuerde de manera irrazonable, irrazonada o arbitraria.

La Sala de la Audiencia entiende que la intervención en las
diligencias de la ahora recurrente en amparo, como particular no
ofendida por el delito, en forma contrana a la Ley, pretendiendo
ejercitar una acción penal que no le compete, por carecer su
personación de los elementos y requisitos esenciales exigidos por el
titulo Il del libro II de la L.E.Cr., es nula de pleno derecho por lo
que jamás debió de tenérsela por comparecida y parte y, en tal
sentido, carece de legitimación tanto para solicitar las diligencias
cuanto para ejercitar los recursos contra las resoluciones judiciales
que la Ley sólo confiere a !as partes.

E! Auto impugnado contiene una interpretación de la LE.Cr.
integrada en lo necesario por el c.c., que no puede estimarse prima'
¡acie irrazonable o arbitraria y suscita.,. en primer lugar, si la materia
de legitimación activa en el proceso penal, a la que se reliere el
Auto, es de legalidad ordinaria.

E! ATC de 26 de junio de 1985, recaido en el recurso de amparo
188/1985, que versaba ciertamente sobre materia civil,'establece
doctrina constitucional que puede mutatis mutandis aplicarse al
paso aqui debatido. En el párrafo segundo del F. j. 1.0 se dice que
no puede entende.rse «comprendida en el derecho fundamental a la
tutela judicial erectiva la pretensión de ser parte eo un proceso de
quien no está I~timado para ello por la !-er o no reúna los
""Iuisitos procesaJeslegalmente establecidos. QUIen deba estimarse .
leg¡timado para ser parte en un determinado proceso es una
cu~tión de mera legalidad ordinaria que no puede, en principio,
entrar a considerar elT. c.. según su propia y reiterada jurispruden­
cía».

La STC 113/1984, de 29 de noviembre, analiza materia más
próxima a la de este proceso constitucional porque se refiere al
proceso penal y al concepto de «QfendidoHo por el delito, y dice que
l. decisión sobre la calidad de ofendida de la recurrente (a efectos
de prestar fianza) es un problema de mera legalidad que compete
a los Tribunales ordinarios, y más adelante añade. que... el
determinar si una persona debe considerarse como ofendida no
tiene trascendencia constitucional.

Con este enfOQue podría incluso sostenerse que la solicitante del
amparo carece de legitimación para este proceso constitucional,
pues, como en los casos contemplados por el ATC de 19 de
septiembre de 1984 (405/1984) ....tá pretendiendo la defensa de
unos derechos ajenos»- y "el verdaderamente legitimado, que es su
hijo, no ha expresado su agravio, pues para tener la legitimación no
basta con baber sido parte en el proceso previo (an. 46.I.b LOTC),
como se establcció en el ATC de 6 de octubre de 1982 (RA
199/1982), si se pide tan sólo la protección de un derecho ajeno. En
líneas generales puede afirmarse que todo el que tiene capacidad
para ser sometido a un proceso penal la tiene para ejercitar la
acción penal por delito que atente a su penona· o bienes, y en el
presente era don José Malina Castillo, y nQoSU madre solicitante del
amparo, el le¡¡itimado como verdadero .ofendido y peJjudicado.

EL.. ejerciCIO de la ·acción penal, incluida la llamada acción
popular por el art. 101 del la L.E.Cr.,·conviene al actor en parte
procesal, esto es, en~ activa o acusadora, pero para ello es
necesaria la interposiCIón de querella (art. 270 y 783 de la LE.Cr.).
La hoy recurrente en a,mparo no lo hizo, fue simple denunciante y
no advino parte en sentido técnico procesal; por providencia de 14
de octubre de 1983 pudo interponer los recursos de reforma y
apelación subsidiaria contra el Auto de sobreseimiento, lllego
declarados nulos por la Audiencia por el Auto de 29 de enero de
1985, lo que, conforme a lo expuesto en los epígrafes anteriores,
pertenecía a la competencia del órgano judicial de apelación y.no
se vulneró el derecho a la tutela judicial consagrado en el an. 24.1
de la C.E., con lo que ganaba firmeza el Auto de sobreseimiento y
archivo del Juzgado, ya que el Ministerio Fiscal no lo recurrió, sin
que tampoco el aobreseimiento, por si mismo, como ha estableciélo
reiteradisima jurisprudencia constitucional, lesione el derecho
funciamental a la tutela judicial (STC 89/1985 y ATC de 24 de julio
de 1985 (RA 416/1985», ,

Sin embar¡o, añade el Fiscal, el an. 24 de la norma fundamental
requiere (STe 4211982; 76/1982, 51/1985 y 60/1985) del intérprete
el entendimiento más favorable al recurso y una vez denegado por
Auto el de apelación, de forma ciertamente no irrazonable, el
recurso de súplica interpuesto contra el mismo debió tramitarse
conforme al arto 238 Y concordantes de la L.E.Cr. y resuelto por
otro Auto, como exige el ~fo segundo del arto 141 de fu misma
y al no hacerlo así la SeccIón 2.· de la Audiencia de Barcelona, que
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se limitó a dictar una l'rovidencia de S de febrero de 1985,
denegando admitir a trámite el recurso de súplica. «Visto el art. 216
de. la L.E.Cr.», que.no era de aplicación al caso, produjo indefen­
Slon a· la hoy solicllante de amparo al ne¡arle la· efectiva tutela
judicial. ", .

Por todo lo expuesto el Fiscal interesa del Tribunal Constitucio­
nal que, de conformidad con los articulos 86.1 y 80 de su Ley
orgánica y 372 de la Ley de Enjuicimiento Civil, diete Sentencia

. por la que estime el recurso inlel'puesto, pero no en la forma
pedida, sino en la de declarar la nulidad de la providencia de 19 de
febrero de 1985 y diligencias posteriores a ella para que la Sección
2.' de la Audiencia de Barcelona resuelva mediante Auto el recurso
de súplica ante ella interpuesto por doda Antonia Castillo Cruz
contra el Auto de 29 de enero de I98S».

S. La parte recurrente, en su escrito final, de 17 de octubre de
1985, reproduce los motivos Ieples en los cuales basaba su
petición: «Doña Antonia Castillo Cruz, madre de José Molina
Castillo, según queda acreditado .convenientemente en AUlOS.
posee la cualidad de peljudicada por los presuntos delitos imputa­
dos, aunque no sea la presunta ofendida por los mismos. El art. 783
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el J?árrafo ,",undo: citado
en el refendo conslderan(1o, habla <!e ofendído o pel)6dicado, por
lo que es tmprescmdible aclarar SI ofendido y peljudicado son
palabras ~ue tienen idéntico significado o por el contrario bay
matices diferenciales entre las mismas. A la luz de la doctrina
cientifi~. la)~tra .4({»> q~e media entre ofendido y perjudicado, es
una CODJUDClon disyuntIva que expresa. en este caso, indiferencia
a intercambíabilidad de los término~ ~por que. como se verá,
ofendido y peljudicado no son la misma cosa. Es por esté motivo
por lo. que nuestra Ley procesal diSl'"Dsa a ambos: Ofendido l
pel)udicado de las formaltdades preVIStas en el titulo 11, libro I ,
para comparecer como parte en un proceso. Doña Antonia Castillo
Cruz, madre de José Molina Castillo, en calidad de peljudicada tal
CO~~ hemos expuesto, no, necesitaba cumplimentar los requisitos
eXtgtdos en el titulo 11 del libro 11 de la Ley de Enjuiciamiento
Cnminal, y, por ello, se conslltuye en ¡>arte y como tal es tenida por
el Magistrado-Juez de Vigilancia Pemtenciaria de Barcelona y por
el Magistrado-Juez de Instrucción núm. 12 de Barcelona, tal como
se manifiesta en providencia de 14 de octubre de 1983. .

No queda duda a esta representación, dicho sea con todos los'
respetos, que el Auto de 29 de enero, dietado por la Sala Segunda
de la Audiencia Provincial de Barcelona al decretar nulas las
a~uaciones practicadas a partir del Auto de 30 de octubre de 1984,
dictado por el Juzgado de Instrucción núm. 12, mediante el que se
acuerda el archivo de las diligencias previas 3.807/1983, que se
tramitaban en dicho Juzpdo por supuestas lesiones a José Molina
Castillo, dejando sin efécto la parte de la providencia de 14 de
octubre de 1983, en la <¡ue se tenía por parte a doda Antonia
Castillo Cruz, provoca la IDdefeusión de José Molina Castillo y de
su madre, la señora Castillo Cruz. .

Termina suplicando se acuerde, a la vista de los argumentos'
expuestos, revocar el Auto de 29 de enero de 1985, dictado por la
Sala Se¡unda de la Audiencia Provincial de Barcelona, por el que
se acuerda <da nulidad de actuaciones a partir del Auto de 30 de
octubre de 1984, el cual se declare firme, dejaodo sin efecto la parte
de la providencia dietada por el instructor, de fecba 14 de octubre .
de 19~3, Y tras en la que tuvo por com\'8feCÍda y parte doda
Antoma Castillo Cruz, l'Ot carecer de legil1mación para eUo», ya
que este acuerdo clarisimamente deja en la indefensión a José
Molina castillo.

6. Por providencia de 14 de mayo se señaló el 21 del mismo
para deliberación y votación,' • .

n. .FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. La recurrente en amparo, tras citar el art. 24.1 de la C.E.,
alega la in~sióncausada a su hijo, interno en la Prisión- Modelo
de Barcelona, por el Auto de la Audiencia Provincial de dicba
ciudad, de 29 de enero de 1985, y la providencia de S de febrero
del mi:;mo año. Por el primero se declaraba la firmeza del Auto del .
Juez instructor, de 31 de octubre de 1984, en el que se decretó el
sobreseimiento provisional de las diligencias previas penales qui­
das por presunto delito de coacciones y lesiones en la persona de
José MoIina Castillo, hijo de la hoy recurrente en amparo y ésta la
denunciante en aquellas cliIigencias, a tenor, según el Auto del Juez,
de los arts. 641.1.° y 789 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
Tras ser apelado dicho Auto por la madre denunciante, a quien se
tuvo por parte en aquellas diligencias, la Audiencia, en el aluc!Ído
Auto de 29 de enero de 1985, decretó la nulidad de las actuaciones
a partir del'Auto de sobreseimiento del Juez, con fundamento en
la falta de le¡itimación de la madre, al ser simple denunciaÍ1te y no
haber interpuesto la acción penal como se exige en el titulo 11,
libro n, de la LE.Cr., en forma de querella, da40 que careela de
la cualidad de ofendida por el presunto delito al no ser la vlctima
del mismo, condici6u correspondiente al hiio, que no compareció'

ni se mostró parte, pese a tener plena capacidad para ello. Al haber
sido tenida por parte la madre, se contravenIa frontaImente la Ley
(art. ó.o 3; Código Civil) y las actuaciones deven!an nulas, asi como
ineficaz el recurso de apelación interpuesto' por dicha señOnL Esta
misma postura procesal se mantuvo en la providencia de S de
febrero de 1985, <¡ue escuetamente acordaba no admitir a trámite
el recurso de súplica interpuesto por la misma recurrente «Visto el
contenido del art. 216 de la L.E.Cr.».

Con estos antecedentes, la que hoy solicita el amparo constitu­
cional pide que se anulen el Auto y la providencia judicial
causantes~n ella de' indefensión y que se acuerde la firmeza de
la providenCla del Juez de Instrucción, de 14 de octubre de 1983,
en la que se tuvo por parte a la recurrente~ con la consecuencia de
admitir su recurso judicial de apelación conUB. el acordado sobre­
seimiento provisional y fallarse respecto al fondo del' asunto,
restableciéndose la tutela efectiva de los Tribunales. En las alega­
ciones posteriores insiste la recurrente en SU condición de parte
para intervenir en el proceso penal, por ser, como madre, peljudi­
cada, lo que le autorizaba, a tenor del art. 783 de la LE.Cr, a ser
parte sin necesidad de formular quereDa.

2. Dados los términos y circunstancias del recurso. cierta­
mente que cabría cuestionarse si la recurrente, aun no,habiendo
sido parte material en el proceso penal. pudiera ser consi~rada
legitimada para interponer este recurso a la vista de lo autonzado
por el art. 162.I.b) de la C.E., por alcanzarle el concepto de «interés
legitimo» que, dada su amplitud y geueralidad, pódria estar
constituido por la repercusión que en su persona o patrimonio
pudiera tener las decisiones. o actos impusna<1os como lesivos. Este
requisito ha sido interpretado por la doctrina de este Tribunal,
siempre orientada a la mayor protección de los derechos y
libertades ciudadanas, enfocando los presupuestos y requisitos
procesales siempre cum grano salis. reconduciéndolos a su PI1?pia
finalidad. simple camino para la protección del derecho sustantIvo.
y así, en los casos en los que se planteó el concepto de parte se
extendió su realidad y acogida no sólo a quien lo fue en efecto. sino
a quien pudo serlo o tenía derecho a serlo. o, como dice la
Sentencia 4/1982, de 8 de febrero, a los que debiendo legalmente
ser partes en un proceso no lo fueron por causa no imputable a ell<?S
mismos y resultaron COlldenados, a lo que añade la SentenCl8.
46/1982, de 12 de julio, que el arto 46.I.b) WTC debe aplicarse
extensivamente a quienes. sin obtenerlo del órgano judicial, han
pretendido razonablemente ser parte; consideración que llevó a
admitir la demanda de amparo en su momento procesal.

3. No obstante, aquí no se trata de determinar la legitimación
para el recurso de amparo, para lo que, en principio y según se ha
matizado, basta un interés legítimo. Lo que exige el planteamiento
del recurso, ya en esta fase, es precisar si se ha vulnerado el art. 24.1
de la C.E. y si se ba violado o desconocido por el Auto judicial el
derecho a la tutela efectiva de la persona acreedora a la misma, por
hallarse en una relación con el objeto del próceso, es decir. como
titular del derecho al proceso y a sus sarantías. En definitiva
determinar si la aquí recurrente sufrió indefensión al ne¡arse a ésta
el derecho de entablar recurso de apelación y posterior SÚl'lica en
aquél para obtener la revocación del Auto de sobreseimiento
provisional que, al tiempo, archivó las diligencias penales que se
siguieron por presuntos delitos en los que aparecia como víctima
y ofendido su hijo.

4. En el Auto impuptado de la Audiencia se razona, desde el
plano de la legalidad ordinaria en vigor, que las cliIi&encias tendían
a coml1fObar una serie de hechos tipificados en los arts. 204 bis Y
187, S.o, del Código Penal inferidos a persona mayor de edad no
incursa en incapacidad ;;1';;;;; que le impidiera el ejercicio de
acción penal en la formaf\j;¡¡a ea el art. 783 de la LE.Cr., tal el
hijo, que no compareció DÍ denunció los hechos. Pero, COmo ya se
ha indicado, dicha resolución no se pronunció sobre el sobresei­
miento provisional contra. el que serecunia, en razón a que la
recurrente no era parte legítima. Pero ya se ha visto que actúó como
tal en las actuaciones penales, sin que basta entonces se le hubiera
indicado nada en contra. Y esto es limdameutal a loo efectos de la
protección constitucional que impera, pues es claro que si se le
hubiera negado en pnncipto, o en el curso del procedimiento, la
condición de parte, conforme a la estricta JeaaIidad vi_te, hubiera
podido tomar las determiuaciones precisas para compouecer como
querellante, ejercitando la acción popular. Si no lo hizo así fue
porque- durante toda la fase sumarial se le. tuvo por parte, con .
Abogado y Procurador, desde la primera providenC18 tras su
denuncia, incluso proponiendo pruebas y practicúdolas a su
instancia. Esa situación creó en la recurrente una apariencia
jurídica sustantiva y procesal digna de protección, que no debió ser
desconocida en términos tan dnfsticos como los que fundan el Auto
impugnado ahora y denunciado como lesivo, y al menos, en virtud
de esa situaci6u juridico procesal creada por la propia jurisdi<:ción,
debió ser merecedora de una respuesta judicial en cuanto al fondo
de su pretensión en la aIzada, es decir, al pronunciamiento por
parte de la Audiencia respecto de su recurso sobre el sobresei-
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miento provisional de las actuaciones penáles, tema que dejó"
imprejuz¡ado dicho Tribunal.

La situación CRllda, pues, traspasa o trasciende el ""bito de la
mera 1epIidad 11 Ifectar 11 derecho constitucionll de la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 c.E.). en el que se comprende el derecbo
al recurso. sesl1D reiterada doctrina de este Tribunal, para obtener
con 6 una resolucióD fundada. coincida o no con la pretensión de
la parte. La indefensión se ha producido en el sentido de no
favorecerse. mú bien impedinel con el Auto judicial, la posibilidad
de pronunciamiento sobre el 10odo respecto de la persona que
podIa solicitarlo, Qerciendo un derecho hasta entonces reconoCIdo
(parte fOllnl1), obstaculizado mediante esa severa f excepcionll
medida de aconlar la nulidad de la apelación, limitándose a
declatat firme el Auto de sobreseimienlo de Juez; es decit,
desconocitndose e! derecho 11 recUl1iO que, al menos. hasta aquel
mismo momento en e! que se pronunció la Audiencia, ostentaba y
posela la madre recutTeDte, abstracción hecha de la cuestión sobre
la leg¡¡lidad aplicable 11 concepto de parte procesal penal, en la ""ue
este Tribunl1 no debe entrar a decidir." .

15952 Sala Primera. Recurso de amparo número 523//985.
Sentencia número 68 de 27 de mayo de 1986.

La Sala Primera del' Tribunll Constitucionll. compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don FranClSCQ Rubio
Llorente. don Luis Diez·Picazo y Ponce de León. don Antonio
Truyol Serra. don Eugenio Díaz Eimil y don Miguel Rodríguez­
Piñero y Bravo--Femr. Magistrados, ha pronunciado--

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por don Lorenzo Casasno-­
vas Pans. representado por el Procurador don Ignacio Aguilar
Fernández y hajo la dirección del Letrado don Antuni Triay Pons.
respecto de la Sentencia de la Magistratura de Trabajo número 2 de
Baleares, que estimó la demanda en autos sobre reclamación de
cantidad. y en e! que ha comparecido el Procurador don Federico
Bravo Nieves, ~ representación de don José Pedrero Escobar y
otras personas. y el Ministerio_Fiscal. siendo Ponente el Presidente
don Francisco Tomás y Valiente. quien' expresa el parecer de la
Sala.

1. ANTECEDENTES

Primero.-Por ,escrito que tuvO entrada en este Tribunal Consti­
tucional el día 8 de junio de 1985. se interpuso recurso de amparo
dirisido contra la Sentencia de la Magistratura de Trabajo núme­
ro 2 de Baleares, de fecha 20 de diciembre de 1984. recaída en los
autos 1.036/1984. promovidOs por don José Pedrero Y otros
demandantes solicitando la resolución de un contrato y el pago de
indemnización y salarios, por entender que dicha resolución
judicial. que. estimando la demanda, condena a abonar a los
actores una determinada cantidad. vulnera el derecho fundamental
contenido en e! arto 24.1 'de la Constitución a' obtener la tutela
efectiva de Jueces y Tribunlles en el ejercicio de sus derechos e
intereses leaitimos, sin que en ningún caso pueda· producirse
indefensión. Entiende el recurrente que en el proceso ante la'
Magistratura se ha vulnerado su derecho a ser citado y emplazado
personal y directainente, o de forma que pudiera haberse enterado
de la existencia de un proceso laboral en su contra. Sostiene que se
ha lesionado lambib1su derecho a la defensa, consaarado el' el arto
24.2 de la Constitución, ~ e! sentido de que tode proceso debe
estar presidido por el principio de efectiva contradieción y,
finalmente. conSIdera e! hoy demandante en' amparo que se ha
visto privado de las ptIlIllias procesales en orden a la posibilidad
de oponerse a la demanda, utilizar los medios de prueba pertinen­
tes para SU defensa y utilizar los recurso pertinentes contra la
Se.ntencia recaída que le fue ·desfavorable.

Según e! recutTeDte, la referida Sentencia vulneró dicho pre­
cepto constitucionll en base a los siguientes hechos y aleg¡¡ciones:

a) El Recurrente·celebró el 25 de a¡osto de 1983. con don José
Pedrero Escobar. quien actúa con el nombre artistico de José
Granados, y su BaUet «Los Puntale.... UD contrato de trabl\io para
que actuaran a sus órdenes, principl1mente, en Ia'Sala de Fiestas
Nora. durante la temporada de verano de 1984. comprendida a los
efectos de contrato entre e! 20 de mayo y el 7 de octubre de dicho
año. _ ._

b) Antes del inicio del periodo contractual, e! solicitante de
amparo tuvo noticia de la disolución del srupo de Ballet contra-

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal ConstitucioÍlal.
POR LA AUTORIDAD QUEj..E CONFIERE LA CONSTlTU­
aON DE LA NACJON ESPANOLA,

Ha decidido:

l.o Otorpr el amparo solicitado y declarar la nulidad del Auto
de 29 de enero de 1985 dietado por la Sala Segunda de la Audiencia
Provincial de Barcelona.

2.· Reconooer el derecho de doña Antonia Castillo Cruz a
obtener de dicha Sala un pronunciamiento de fondo respecto del
recurso al que dicho Auto se refiere.

Madrid. 27 de mayo de ·1986.-Gloria Bogué Cantón.-Angel
Latorre Segura.-Femando .Garcia-Mon y González.Regue­
ral.-Carlos de la Veg¡¡ Benayas.-Jcsús Leguina Villa.-Luis López
Guerra.-Finnados y rubricados. "

tado, por lo que entendió que el contrato suscrito quedaba
automáticamente rescindido y procedió a continuación a contratar
a otro grupo similar para cubrir el periodo que, inicialmente. había
pactado con aquél.

c) El 20 de mayo de 1984, compareció el señor Pedrero con un
srupo formado en parte por sus antiguos miembros y en parte por
otros nuevos a tos que el recurrente afirma no conocía ni ~bía
visto actuar. siendo la intención de todos ellos la de cumplir el
contrato. El demandante de amparo le reitero Que·· el contrato
suscrito en su día lo había sido en consideración a la totalidad del
grupo, y.que al tener conocimiento de su ruptura se había visto
obligado a contratar otro en sustitución del mismo.
" d) Al poco tiempo. el 19 de junio de 1984, el ahora recurrente

fue citado para celebrar UD ACto de conciliación ante el Instituto de
Mediación, Arbitraje y Conciliación de Baleares. acto al que no
compareció por no estar de acuerdo con lo solicitado PO! los ac~o~
en su papeleta de demanda y DO vislumbrar una efecl1va posIbilI­
dad para llegar a un acuerdo.

e) El 20 de mayo de 1985, y a "travts del Juzpdo de Distrito
de Ciutadella de Menorca, se le notificó una provlDdencl& dietada
por el titular de la Magistratura número 2 de Baleares, por la que
se acordaba la ejecución de la Sentencia dietada en autos
1036/1984. decretando el embargo de bienes. .

Al efecturarse la notificaciÓD éIe dicha providencia y practicarse
la diligencia de requerimiento de pago. el recurrente manifestó que
se opone radicalmente a la presente, dado que desconocía total­
mente el procedimiento, no babiendosido visto en ningún
momento. aleg¡¡ indefensión».

f) Posteriormente, e! demandante de amparo. afinna que
mediante examen de los autos en la indicada Magistratura, se ha
enterado de que fue citado a juicio por carla certificada con acuse
de recibo. y ante su falta de recepción, se le citó por edictos
publicados en" el «Ilo1etin 0ficiaJ» de la provincia, y ~ue la

. Sentencia recaída también le Cut remitida por correo certificado
con acuse de recibo. sin que conste haberla recibido. y se le notificó
igualmente mediante la publicación de edictos.

A juicio del recurrente esta actuación judicial no se ajusta a lo
dispuesto en las normas que las 1eyes procesales dedican a los actos
de comunicación con las partes. (notificaciones, citaciones. empla­
zamientos) invocando en su apoyo las contenidas en el titulo VI del
libro 1 de la Ley de Enjuiciamiento Ovil y en los arts. 2ó Y
siguientes de la Ley de Procedimiento Laboral que. sin bien prevén
la posibilidad de efectuar dichos actos de comunicaciÓD mediante
correo certificado con acuse de recibo, dando fe el Secretario en los
autos del contendio del sobre remitido y unitndole a enos el acuse
de recibo (art. 32 de la Ley de Procedimiento Laboral), entiende el
demandante de amparo que dicha ~bilidadestá supeditada a que
conste. feltacientemente su recepcIón por e! interesado. Afirma ..
continuación que si dicho medio fracasase por e! motivo que fuera
y e! domicilio del que debe ser emplazado. citado o notificado
consta, estas diligencias deben realizaISe forzosamente ... la forma
éstahlecida en lOs arts. 27, 28. 30 y 31, admitiendo única y
exclusivamente la citaci~ notificación o ~plazamiento mediante
la publicación de la otdula en e! «Iloletin OfICiabt de la I"'Ovincia.
cuando no conste e! domicilio del interesado o se tplDre su
paradero, lo que. sostiene, DO es e! caso en cuestión, toda vez que
su domici1o era conocido por los actores tal y como aparece en la
papeleta de conciliación iDllada por aquénos ante e! Instituto de
Mediación. Arbi~e y Conciliación y en cualquier caso considera
que es una persona suficientemente conocida en la localidad.

Asimismo considera'el -recurrente que resulta sospechoso que
siendo la Sentencia dietada por la Magistratura de Trabajo número


